DOSSIER SOBRE EL LITIO Y EL COBRE EN CHILE

EXPERTO SOSTIENE QUE “LA CLAVE ESTÁ EN OTORGARLE VALOR AGREGADO AL LITIO”
Nicolás Gaona

Crónica Digital - 18 junio, 2012
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El Doctor en Ciencias Físicas y Doctor en Química de la Universidad de Santiago, Juan Luis Gautier, ve la apertura de licitación para la explotación del litio como una buena oportunidad para darle impulso al desarrollo de la Ciencia y Tecnología del país, “siempre y cuando el Estado fije una política clara”.

 Iniciado el proceso de licitación para la explotación del litio –conocido como Contratos Especiales de Operaciones de Litio (CEOL)–, que permite a privados su extracción en el territorio nacional, diversas opiniones han tratado de responder cuál es el mejor mecanismo para desarrollar la industria asociada.

 Desde la academia, Juan Luis Gautier es voz autorizada para abordar el tema, ya que lleva más de quince años dedicado al desarrollo de proyectos científicos con sus pares de universidades de Europa, destinados a la síntesis, caracterización y uso de nuevos materiales para mejorar el comportamiento y la autonomía de las baterías de litio.

 El experto de la estatal, en todo caso, es categórico a la hora de reconocer que, en la actualidad, “Chile no tiene la tecnología para obtener litio metálico, que es el que se utiliza a gran escala”.

 Sin embargo, ante este escenario y en vista de la implementación de un sistema de extracción exclusivamente privado, el también Decano de la Facultad de Química y Biología de la Universidad de Santiago, plantea: “La clave está en otorgarle valor agregado al mineral. En Chile es posible hacer más, ya que existen los recursos humanos y científicos altamente capacitados”, como para desarrollar esta industria.

Política Clara

 

Gautier, quien actualmente trabaja en el proyecto Baterías de litio: nuevos electrodos nanoestructurados a base de níquel, asegura que la licitación para explotar litio, sin duda, es una buena oportunidad para darle un nuevo impulso al desarrollo de la ciencia y tecnología en el país.

 “Más allá del mineral en particular, es importante que el Estado tenga una política clara al respecto, que se proponga desarrollar tecnologías e invertir en sus centros de investigación y facultades, para que los esfuerzos de sus científicos puedan verse traducidos en investigaciones aplicadas o experiencias pilotos que traigan beneficios a la sociedad”, advierte el especialista.

 A nivel mundial, América del Sur guarda el 75 por ciento de las reservas de litio, teniendo Chile y Bolivia las dos principales reservas del mineral, con 19,9 y 35 por ciento, respectivamente.

 El uso del litio está relacionado con el desarrollo de diversas aplicaciones, como baterías de automóviles, computadores, celulares y relojes. Debido a las cualidades del mineral, además se ocupa para la creación de cerámicas especiales y resistentes a altas temperaturas, como también en medicina y en energía nuclear.

Por qué el Estado debe entrar al negocio del litio
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Antonio Leal - Director del Magíster de Comunicación y Ciencia Política de la Universidad Mayor. Ex presidente de la Cámara de Diputados.
El Mostrador - 18 de Junio de 2012

 Acciones

He sostenido, desde hace varios años, la necesidad de mejorar la actual legislación sobre la explotación del litio en nuestro país y me parece que lo adecuado es abrir un debate en el Parlamento para modificar la Ley Orgánica de Concesiones Mineras. Rechazo, categóricamente, la iniciativa del presidente Piñera de utilizar los ‘Contratos Especiales de Operación’, establecidos en plena dictadura, en virtud del Decreto 2.886 de 1979, para abrir por esta vía una licitación directa a empresas transnacionales y nacionales para la explotación de 100 mil toneladas de litio en 20 años.

 Me opongo a la decisión impulsada por el Gobierno de licitar yacimientos de litio bajo la forma de ‘Contratos Especiales de Operación’, ya que ello vulnera la Constitución, la legislación minera, que define este mineral como estratégico, no concesionable y busca –premeditadamente– eludir el debate parlamentario para entregar, por vía directa, la explotación del litio integralmente a privados. El argumento del Gobierno de que esta vía ya se ha utilizado con el petróleo es falaz, dado que Chile no es un país petrolífero ni gasífero y, por ende, en la exploración de estos recursos, que se ha hecho especialmente en Magallanes, era perfectamente posible que participara ENAP, pero también empresas privadas.

 En el caso del litio está acertado que nuestro país tiene las mayores reservas en el mundo y, dado su carácter estratégico, la ampliación de su explotación debiera ser parte de un debate y una modificación a la legislación minera resuelta por el Parlamento y no a través de un subterfugio inspirado en un decreto de la época de la dictadura.

 El litio es un mineral del futuro, algunos lo llaman el “petróleo blanco”. Chile posee las mayores reservas mundiales y con bajos costos de explotación, ya que se encuentra a baja profundidad, en los salares, y está definido como estratégico porque está ligado a la energía, a la enorme innovación tecnológica en curso y a la producción de tritio, que es uno de los componentes de la fusión nuclear y, por ende, es obligatorio el generar una política pública para que el Estado entre en su explotación, mas allá del arriendo de concesiones que la CORFO tiene con SQM y SCL, que han constituido una especie de monopolio en la explotación y comercialización del recurso minero.

 Es imprescindible, por tanto, abrir nuevos caminos en la explotación del litio, ya que ello puede entregar enormes recursos al país; pero, esto debe hacerse a partir de la existencia de una política pública hacia el litio, toda vez que este mineral se ha convertido en un insumo insustituible en industrias como la energía, la informática, la telefonía celular, naves espaciales, y, especialmente, en el desarrollo automotriz híbrido y eléctrico.

 Por ello y por el combate que en el mundo se da contra el dióxido de carbono y el exceso de utilización de los combustibles fósiles, la demanda mundial de litio aumenta entre 7 y 8% anual y su precio internacional ha pasado de 1.700 dólares la tonelada a 6.000 dólares en pocos años y este precio seguirá incrementándose, acorde con la mayor demanda en el mercado mundial.

 Por tanto, si el Gobierno quiere ampliar la explotación del litio, debe, en primer lugar, pensar en el rol que el Estado va a jugar en este proceso, y a partir de ello elaborar, con todos los sectores, una propuesta para modificar la Ley de Concesiones Mineras –recuerdo que dicha modificación requiere de quórum calificado–, la Ley de la Comisión Chilena Nuclear y otras disposiciones donde se establece la no concesionabilidad de este mineral; pero, ello debe hacerse resguardando, en primer lugar, el interés público.

 El Gobierno, con su idea de licitar yacimientos de litio a través de los Contratos Especiales, se transforma en una agencia de promoción de inversionistas privados del litio en nuestro país, ya que el mercado mundial determina un aumento creciente de la demanda y si ella es ya de 90 mil toneladas anuales de carbonato de litio, sólo en los próximos cinco años esta se duplicará, lo cual crea un mercado en expansión muy notable para un país que tiene las mayores reservas de litio en el mundo, especialmente en sus salares en el norte de Chile.

 Quiero recordar que el actual marco jurídico del litio está dado por la Ley de Minería (año 79), por la Ley de Concesiones Mineras (año 83) y la Ley Orgánica y reglamentos de la Ley de la Comisión Chilena Nuclear. Toda nuestra legislación mantiene las reservas de explotación de litio a favor del Estado y el litio no es susceptible de concesión minera, salvo aquellas constituidas con antelación a la publicación de la ley. En virtud de ello, CORFO tiene la concesión de las pertenencias mineras en el Salar de Atacama, donde existen las mayores reservas de Litio del mundo; pero, CORFO arrienda por un tiempo determinado y montos de explotación preestablecidos, y a solo 40 metros de profundidad, a SCL y SQM –cuya producción es hoy el 43% de la producción de litio, a nivel mundial–; pero, a la vez, el contrato formulado es tan leonino para el Estado que impide que CORFO arriende a otras empresas o explote directamente el resto de las pertenencias no arrendadas en el Salar de Atacama.

 Es cierto que tenemos una pésima legislación sobre la explotación del litio, que inmoviliza y, en la práctica, permite la existencia de un monopolio contractual en el Salar de Atacama y mi llamado al Gobierno es a evitar un subterfugio de las licitaciones directas, que, por lo demás, crearán una gran incertidumbre en los inversionistas, ya que deberán ser modificadas en el futuro y, por el contrario, a consensuar una modificación a la normativa actual, pero en un sentido inverso a como lo ha anunciado el Gobierno, ya que lo primero debe ser que el Estado explote el Salar de Atacama –donde hay reservas estimadas por la empresa SQM de 6,9 millones de toneladas hasta 200 metros de profundidad, que el mineral sea conformado como estratégico– que confirme el valor estratégico del mineral. Y esto por razones distintas a las que tuvo la dictadura militar –que estaban ligadas a la Guerra Fría– y que el país en su conjunto pueda beneficiarse de su explotación, cuyas utilidades ya son altas y estamos sólo al inicio de la explotación de un mineral con un enorme impacto en el mercado y que puede dar una grandiosa fuente de ingresos a la economía y al Estado chileno.

 Valoro altamente que el nuevo Presidente Ejecutivo de CODELCO declare que se abre a estudiar una presencia de la empresa en el negocio del litio. CODELCO debiera ya comenzar a explotar el litio en el Salar de Pedernales –donde tiene las concesiones– y se debe abrir la inversión pública y asociada en Maricunga, Punta Negra, Incahuasi, Aguas Calientes y generar una política de cooperación, ahora, con Argentina y, cuando las condiciones lo permitan, con Bolivia, países con los cuales constituimos el triangulo del litio a nivel mundial. De hecho, Bolivia ha ya emprendido la industrialización del litio a través de la Corporación Estatal Minera, adelantándose a lo que debiera hacer Chile con este mineral.

 CODELCO debiera encabezar la presencia del Estado chileno en la explotación del litio y en su transformación, dando así un paso importante, que es crear una industria de productos de alta tecnología basada en litio y no sólo conformarnos con la exportación del mineral. Las reservas en Chile podrían satisfacer la demanda de litio por 120 años y, por ambas consideraciones, este metal es estratégico y aparece muy mezquina, inconstitucional y destinada solo a favorecer la inversión privada el camino que está eligiendo el gobierno y al cual la oposición y la ciudadanía debe hacer frente con extrema decisión.

 El presidente Piñera debe decidir si quiere que se le recuerde en la historia como el mandatario que defendió un recurso minero para todos los chilenos o si será quien entregue el litio, con toda su futura expansión, a manos privadas, esencialmente extranjeras.

	Gobierno inicia proceso de licitación por derechos de explotación y extracción del litio
Narayan Vila

Radio Universidad de Chile – 12 de junio de 2012
 Durante esta jornada, se inició el proceso de licitación de derechos de exploración y extracción de litio por parte del Gobierno, el cual incluirá un royalty de siete por ciento. Contratos que han sido objeto de críticas, debido a la apertura hacia los privados en la explotación de un mineral que, dicen, debiera ser patrimonio del Estado.

 Hasta el 31 de julio se venderán, por 150 mil pesos, las bases del programa de licitación que otorgará el contrato Especial de Operación para la Exploración, Explotación y Beneficios de Yacimientos de Litio, más conocido como CEOL.

 La empresa acreedora podrá explotar hasta cien mil toneladas de este mineral, en un plazo de veinte años, y no se descarta el otorgamiento de más contratos a futuro.

 Así lo informó el subsecretario de Minería, Pablo Wagner, quien agregó que la adjudicación del CEOL estará a cargo de un Comité Especial, integrado por personeros de esta cartera, SERNAGEOMIN y el vicepresidente de la Comisión Chilena del Cobre.

 Wagner informó que el contratista recibirá una retribución mensual equivalente al 93 por ciento de las ventas brutas y que el siete por ciento restante será el pago de un royalty al Estado.

 Ingreso que, según el subsecretario, se suma a un pago a la renta y otras gratificaciones y que, en total, harán que la empresa remunere al Estado con un 50 por ciento de las utilidades en régimen de la compañía.

 “Nuestra competencia directa tiene entre cero y diez por ciento en la mayoría de los casos, por lo tanto, nosotros hemos tenido un royalty superior al de Australia y algo inferior al de Canadá y creemos que lo hace competitivo por la calidad que tiene. Si sumamos a eso los pagos de los impuestos que va a tener la compañía, significa que estamos cobrando el equivalente del 50 por ciento de las utilidades de la empresa y creemos que esa es una carga tributaria bastante elevada, que permite remunerar adecuadamente al Estado, pero además permitir que haya un proyecto rentable, eficiente y viable de ser operacionalizado”, sostuvo el subsecretario de Minería.
 Wagner defendió el modelo de licitación, ya que el mercado de la producción de litio tiene un crecimiento relevante, pero cuenta con la competencia de otras naciones.
 Este proceso fue criticado por el diputado y miembro de la Comisión de Minería de la Cámara Baja, Luis Lemus, quien dijo no compartir el que el Gobierno entregue un mineral estratégico para el futuro del país vía administrativa.

 “Hoy, estos contratos que se están licitando son absolutamente inconsultos al Congreso Nacional, no sabemos efectivamente los verdaderos alcances que podría tener un contrato de este tipo y creemos que, de alguna manera, se vulnera la propia soberanía nuestra, en el sentido de que podemos tener un material estratégico que lo podría haber explotado CODELCO, en que hubiésemos tenido una ley, en que a lo mejor hubiésemos convivido con el sector privado, pero dejando unas reservas importantes para que el Estado las pudiese explotar”, sostuvo Lemus.

 Otro de los elementos relevantes en la apertura de este proceso de licitación, en específico, y de la explotación de litio, a nivel general, es la participación que tendría CODELCO.

 Ello porque la empresa tiene pertenencias concesibles en el Salar de Pedernales y en una fracción del Salar de Maricunga y se especula sobre su participación en la explotación de este metal.

 Sobre esta posibilidad, el economista del Centro de Estudios Nacionales de Desarrollo Alternativo-CENDA, Hugo Fazio, se mostró cauto, debido a la importancia que le asigna la cuprífera estatal a este mineral.

 “CODELCO tiene inversiones muy grandes por delante, esta sería una inversión de menor magnitud. Si lo ve en el corto plazo, o sea, si lo ve con ceguera va a decir que esto no está en sus planes estratégicos, que es mucho más conveniente desarrollar grandes proyectos como la ampliación de Andina, etc.; pero si lo ve largo plazo, tendría que optar a meterse, por lo demás tiene recursos del litio”, aseguró el experto.

 Aún así, Fazio criticó la licitación del litio, ya que “constitucionalmente le pertenece al Estado”, por lo que, independiente de quién extraiga el mineral, los recursos deberían ser patrimonio de todos los chilenos.



Explotación del litio: la urgencia de un debate nacional
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Flavia Liberona
El quinto poder - 15 de junio, 2012



Vale la pena preguntarse qué pasará cuando una empresa tenga un “Contrato de Operación Especial”, otorgado por el Presidente para explorar y explotar litio, y deba someter su proyecto al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Sabiendo cómo funciona hoy el sistema ¿existirá algún funcionario público o seremi que cuestione un proyecto de esta naturaleza?

 Esta semana, el Gobierno anunció la licitación pública nacional e internacional para la explotación del litio, lo que en concreto significa que se entregarán ‘Contratos Especiales de Operación’ para este mineral, a través de un proceso de licitación.

 El litio fue declarado “recurso estratégico” en el Código Minero, a fines de los 70, lo que implica que el Estado no puede entregar concesiones para su explotación a privados desde esa fecha; por lo que, en teoría, sólo podría ser explorado y explotado por empresas estatales. Sin embargo, la Constitución de la República en su artículo 19 N°4 señala que “la exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos que contengan sustancias no susceptibles de concesión, podrán ejecutarse directamente por el Estado o por sus empresas, o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije, para cada caso, por Decreto Supremo”. Es decir, el Presidente tiene la facultad de generar “Contratos Especiales de Operación” y determinar las condiciones de ellos, y esto es justamente lo que se ha anunciado. Lo mismo ocurrió con la explotación de hidrocarburos, bajo el gobierno de Bachelet.

 Así, si bien el marco regulatorio vigente permite al Presidente licitar este tipo de contratos, las interrogantes que se abren al respecto son múltiples. Tal vez, la primera de ellas es por qué el gobierno toma esta decisión y la concreta antes de hacer un análisis integral de la situación, que considere la visión de diversos sectores que han manifestado interés en el tema y tienen opinión.
 Sin ir más lejos, entre enero y marzo de 2012 la Comisión de Minería y Energía del Senado, presidida en ese momento por el senador Carlos Cantero, dedicó varias sesiones al tema del litio e invitó a expertos en la materia, para que entregaran su opinión. De allí surgieron propuestas para la elaboración de una política de Estado en relación a este valioso mineral ¿Qué pasó con ellas? ¿Las conoce el Presidente? ¿Qué opina al respecto?

 En la actualidad, Chile genera el 41% de la producción de litio a nivel mundial, liderazgo que comparte con Australia. Además, se sabe que el país cuenta con enormes reservas de litio, que se encuentran en los salares andinos y pre andinos, y que hoy se extrae litio desde los salares de Atacama y Maricunga.

 Sin embargo, no se conocen estudios actualizados, que permitan tener una estimación y, por tanto, cuantificar el litio que existe en el país, tarea fundamental a la hora de expandir la explotación de un recurso. Si bien COCHILCO tiene un estudio del año 2009, es importante contar con mayor información que la consignada en ese informe, dada la relevancia del recurso y sus potencialidades.

 Es importante insistir en que este es un tema de Estado y de política pública. Aunque hoy estamos bien posicionados en el concierto mundial, en cuanto a la producción de este recurso, algunos piensan que esto podría cambiar, si no se hacen pronto nuevas inversiones. Al parecer, de allí la premura del gobierno por las licitaciones; pero, la pregunta es otra: ¿estamos dispuestos los chilenos a que se explote un recurso natural no renovable y que nos pertenece a todos? ¿Bajo qué condiciones estaríamos dispuestos a esta explotación? ¿Queremos que la explotación se entregue a privados o que la haga el Estado? ¿Queremos seguir exportando materia prima o nos interesa que se genere desarrollo de investigación y tecnología asociado al litio dentro del país?
 Preguntas, hasta ahora, sin respuesta. El gobierno ha anunciado que la extracción de litio estará asociada al pago de un royalty, es decir, a una renta por la extracción del recurso; pero ¿en base a qué se fija este royalty? ¿Es adecuado el monto fijado para este royalty o existen otras formas de fijarlo? Claramente, necesitamos más información al respecto.

 Otro aspecto relevante –y que no ha sido abordado– es el relativo a los impactos ambientales de la extracción de litio, pues, hasta ahora, toda la discusión se ha dado en el plano económico e institucional; pero, nada se dice sobre el impacto en los ecosistemas, particularmente en el ciclo hidrológico, y en cómo esto afectará a las personas. También, en este plano vale la pena preguntarse qué pasará cuando una empresa tenga un “Contrato de Operación Especial”, otorgado por el Presidente para explorar y explotar litio, y deba someter su proyecto al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Sabiendo cómo funciona hoy el sistema ¿existirá algún funcionario público o seremi que cuestione un proyecto de esta naturaleza? Como antecedente, podemos señalar que hace algunos años, cuando se evaluó ambientalmente la ampliación de la extracción de un proyecto de SQM en el Salar de Atacama, todos los cuestionamientos fueron desechados por la autoridad de turno.

 En un tema crítico para el país, como el litio, es importante no perder el foco. Estamos hablando de un mineral que es parte del patrimonio natural de Chile, es un recurso que nos pertenece a todos y en ese sentido tenemos que asumir el desafío de dar una discusión mayor que sólo la licitación de contratos. La autoridad y, en este caso, el presidente Sebastián Piñera, tiene la responsabilidad de liderar un proceso amplio de debate, para generar una política pública consensuada en esta materia.

	Transversal rechazo a privatización encubierta del litio 

	Diario REDigital – 14 de junio de 2012

 Con excepción del Gobierno y el empresariado, rechazo transversal ha encontrado la torcida maniobra del Gobierno para privatizar el litio, a través de los tramposos Contratos Especiales de Operación del Litio, CEOL, mediante los cuales cree eludir la prohibición constitucional de concesionar el litio. El senador Pedro Muñoz (PS), integrante de la Comisión de Minería, advirtió que un próximo Gobierno, que no sea de derecha, revertirá esos contratos. 
 

 La Federación de Trabajadores del Cobre expresó su total rechazo a la iniciativa administrativa de licitar un recurso estratégico, mientras que senadora Isabel Allende (PS) dijo que "es una licitación a espaldas de la sociedad".
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 Chile es, actualmente, el primer productor de litio del mundo con algo más del 40% del mercado. Las reservas del país alcanzan a una cifra de –al menos– el 25% de la distribución mundial de reservas de litio.
 El proceso de adquisición de bases para adjudicarse esos contratos se extenderá hasta el 31 de julio, mientras el plazo para presentar ofertas se cerrará el 12 de septiembre. La adjudicación se conocerá el 24 de septiembre. Por tanto, hay poco tiempo para formar un frente ciudadano de defensa del litio, pero hay.
 Cabe señalar que quienes ganen la licitación tendrán la facultad de explorar y explotar hasta 100 mil toneladas de litio metálico en 20 años, "en cualquier área del territorio nacional, con excepción de las concesiones mineras constituidas conforme al Código de Minería de 1932".
 El valor del derecho de explotación será de 2.500 millones de pesos a beneficio del Estado y, una vez que se inicie la explotación, el Estado recibirá un royalty del 7% del total de las ventas brutas mensuales del mineral.
 Con la característica hipocresía neoliberal, el subsecretario de Minería, Pablo Wagner, a cargo de la operación, dijo que es un impuesto bastante alto, conforme nuestra competencia directa:
"Australia, Argentina, Estados Unidos o Canadá, tienen un royalty de entre 0 y 10%, en la mayoría de los casos. Si a eso nosotros sumamos el pago de impuestos que va a tener la compañía, significa que nosotros estamos cobrando el equivalente al 50% de las utilidades de la empresa en cuestión y, por lo tanto, creemos que es una carga tributaria elevada, que permite remunerar adecuadamente al Estado".
 De esta forma, Wagner expresó que el Estado podría recaudar US$ 350 millones por contrato, "lo que incluye el pago de impuestos y el royalty que estamos estableciendo. Nosotros esperamos que, ojalá, en el tiempo esas cifras se vayan cumpliendo", añadió.
 No trate de embolinar la perdiz, señor Wagner, no crea que somos imbéciles. Aquí no se trata de puntos más o menos de royalty. Se trata de que el Estado explote el litio y se quede con el cien por ciento de las ganancias. No queremos que se haga con el litio la vergonzosa bajada de pantalones que con el cobre. 
Ahora, la razón por la que Wagner está comandando la operación obedece a un grave conflicto de interés del ministro de Minería, Hernán de Solminihac: su hermano, Patricio de Solminihac, es subgerente general de SQM, empresa del ex yerno de Pinochet, Julio Ponce Lerou, una de las compañías que ya está explotando el litio, mediante resquicios legales, y una de las posibles compañías interesadas en el proceso de licitación que anunció el gobierno sobre la explotación del estratégico mineral. Y fue así como el martes apareció ante las cámaras Pablo Wagner y no Hernán de Solminihac. El ministro se inhabilitó.
Frente a la información entregada por el gobierno, el diputado Marcos Espinosa (PRSD) señaló que el inicio del proceso de licitación, implica que los intereses del Estado de Chile se vean "seriamente comprometidos".
 Contrario a las condiciones en las que se hará la licitación, el parlamentario de oposición manifestó que "nosotros queríamos proteger y salvaguardar los intereses del Estado chileno por la vía de aplicar un royalty a la explotación de litio".
 Espinosa señaló, además: "Sin embargo, lo que se está pagando acá es un cargo de explotación. Cuando el Ejecutivo dice públicamente que los contratos considerarían el royalty a la minería no es completamiento cierto, ya que la legislación actual permite que personas naturales o jurídicas que se adjudiquen los proyectos se encuentran amparadas legalmente para rehusarse de este impuesto".
 Por su parte, la senadora Isabel Allende (PS), presidenta de la Comisión de Minería y Energía del Senado, manifestó su rechazo a la medida del gobierno de abrir la licitación del litio.
"El Ejecutivo dio a conocer una propuesta para ‘dinamizar’ el mercado del Litio, argumentando que de no implementar ‘medidas urgentes’, Chile perdería su posición en el mercado internacional. Se pretende, ahora con el lanzamiento de esta licitación, de espaldas a la sociedad, entregar en concesión la explotación del litio a privados”.
 Isabel Allende agregó que "desde la Comisión le planteamos al gobierno desde un inicio la inconveniencia de este tipo de medidas inconsultas que, a través de la vía rápida, evitan dar la discusión necesaria sobre un recurso estratégico para el desarrollo del país. La demanda mundial de litio presenta una oportunidad histórica para implementar una política de Estado. Ésta no sólo debe incluir la extracción, sino también promover el desarrollo de una industria ligada a la explotación de este mineral, transformando al país en un líder en tecnología y no sólo de materias primas".
 Finalmente, la senadora Allende afirmó que "ni la propuesta del gobierno ni el marco regulador actual de la industria minera es adecuada o suficiente para enfrentar el desafío que los escenarios futuros del litio proponen. Es necesario alejarse de los paradigmas actuales y tratar al litio como un recurso energético con valor agregado y no como un simple mineral".
 Por su parte, el ex senador Jorge Lavandero, señaló:
"Hay que tener en consideración que nosotros somos el segundo exportador de litio del mundo e, individualmente, el primer país con mayor producción de litio. Esta riqueza es un elemento muy importante en el futuro de la humanidad. Cuando el petróleo se comienza a agotar, se hace necesario transformar la energía del petróleo en eléctrica y, para eso, se necesitan las baterías de litio, entre otras cosas. El litio está considerado un material muy resistente para los aviones, en artículos farmacéuticos y una cantidad de aplicaciones insospechadas.
“Creo, además, que este gobierno es de escaparate, en el sentido de que no le interesa ninguna producción en sí, sino que trabaja sobre la especulación, sobre las diferencias, pero no sobre los elementos productivos; entonces, esto se los entrega a otras personas para que hagan la ganancia y le paguen algunos pequeños recursos al Estado. Me parece que el gran crimen que se ha hecho aquí ha sido con esta colosal riqueza que tenemos que es el cobre, el cual entregaron porque consideraban que no valía nada, igual que la Patagonia, que por ignorancia la entregaron a la Argentina; ahora, el segundo gran potencial de este país es el litio y lo están entregando por nada".

Trabajadores del cobre 
 La Federación de Trabajadores del Cobre (FTC) reiteró su rechazo a la licitación, e hizo un llamado para que el Estado autorice un fondo inversional especial, para que CODELCO explote el mineral.
 Mediante una declaración pública, señalaron que "la FTC, por decisión unánime de sus sindicatos base en su último Congreso Nacional Ordinario, expresa su total rechazo a la iniciativa administrativa de licitar un recurso estratégico, a través de los CEOL, impulsada por el gobierno y que reflejan su política privatizadora".
 En esa línea, apuntó que "CODELCO, como empresa del Estado, está plenamente habilitada para explotar un recurso mineral no concesible y además dispone de pertenencias en los Salares de Pedernales y Maricunga. Asimismo, su ley orgánica establece un giro amplio en materia minera".
 "CODELCO puede y debe hacerse cargo de la explotación y comercialización de este recurso natural estratégico, explotando sus propias pertenencias y los mejores depósitos de este mineral que se encuentran, actualmente, en propiedad del Estado y que –de manera errónea– se pretender entregar al sector privado a través de los CEOL", aseguró la FC.
Futuros gobiernos desconocerán contratos sobre el litio
 Sin embargo, quién expresó más claramente la situación fue el senador Pedro Muñoz, aseverando que un próximo Gobierno desconocerá los contratos. A juicio del parlamentario, la entrega a privados es ilegal e ilegítima y debe anularse en el futuro. Propuso explotación estatal a cargo de CODELCO y ENAP, como Empresa Nacional de Energía.
 El senador Pedro Muñoz postuló que futuros gobiernos podrían desconocer los acuerdos que la actual administración suscriba con operadores privados, respecto de la explotación de yacimientos de litio. Expresó, así, su rechazo al inicio del proceso de licitación de los contratos especiales de operación, mediante los que el Ejecutivo persigue entregar a particulares la extracción de este recurso.
 “A nuestro entender, se está vulnerando en forma grave la Constitución y la legislación minera y sobre energía nuclear, que definen este mineral como estratégico y no concesionable”, recalcó.
 Muñoz criticó la figura de los Contratos Especiales de Operación, los que se están utilizando, también, en la Región de Magallanes, para impulsar la participación de privados en la exploración y explotación de hidrocarburos:

 “A través de este tipo de contratos, se ha venido reduciendo el rol de ENAP en dicha materia y entregando riquezas de todos los chilenos a operadores privados”, fustigó el senador PS, quien agregó que “por el contrario, la exploración de hidrocarburos, de otras fuentes energéticas y del litio, a través de una asociación con CODELCO, podrían fortalecer a la ENAP como una Empresa Nacional de Energía, abriendo camino, también, a una mayor investigación e innovación nacional sobre usos y aplicaciones de esta sustancia”.

 El legislador acusó, duramente, que la discusión sobre la exploración y explotación del litio no haya pasado siquiera por el Parlamento:
 “No ha habido una definición democrática, de cara a los chilenos –que son los verdaderos propietarios de este recurso–, acerca de su explotación, lo que resta legitimidad a esta decisión inconsulta y la hace susceptible de revisión en el futuro. Los futuros adjudicatarios deben sentirse notificados que los socialista no reconocemos validez alguna a esta licitación y que instaremos, en forma permanente, por la nulidad de los contratos que de ella emanen”.



	CODELCO debe y puede explotar el litio 


	 La Federación de Sindicatos de Supervisores y Profesionales de CODELCO, FESUC, a través de un comunicado, señaló que la cuprífera estatal “debe y puede liderar la explotación del litio en nuestro país, de forma que esos recursos queden en manos de todos los chilenos y no en manos de empresas privadas, sean éstas chilenas o extranjeras”.
 

 FESUC indicó que “CODELCO posee pertenencias de litio que puede perfectamente explotar y, también, hacerse cargo de otras, dado que tiene en sus filas expertos mineros de clase mundial, algo que fue demostrado en el rescate de la mina San José”.

 Para ello, indican los supervisores, “sólo se necesita que los ministerios de Hacienda y Minería entreguen recursos [image: image6.jpg]iSabias que Chile tiene el 25%
de las reservas de litio del planeta?
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monetarios de sus propios excedentes”, agregando que “no entendemos que se llame a otras empresas para explotar el combustible del futuro, dado que el petróleo se está acabando”.

 “Tal como CODELCO tiene filiales de distintos giros, puede crear una para que los recursos del llamado oro blanco queden en manos de todos los chilenos. Tenemos las reservas de Pedernales; pero, podemos hacernos cargos de todas”, indico la entidad que agrupa a más de dos mil mandos medios de CODELCO.

 “Hoy, CODELCO es la primera empresa de cobre del mundo, entregó en los últimos ocho años 55 mil millones de dólares al país y puede ser la primera compañía especializada en explotar litio a nivel internacional. En CODELCO tenemos profesionales y supervisores capaces de emprender ese desafío en forma exitosa; lo hemos demostrado no sólo en el rescate de la mina San José, sino en las últimas cuatro décadas, cuando sus ingenieros se hicieron cargo de las minas que administraban extranjeros”, enfatizaron.

 Asimismo, los trabajadores señalaron que “tal como en 1971 se pusieron de acuerdo todas las fuerzas del espectro político representadas en el parlamento para nacionalizar el cobre, hoy debieran hacerlo para que –por ley– sea el Estado, a través de la empresa que es orgullo de todos, quien se haga cargo de este desafío, que puede permitir en el futuro financiar una educación gratuita y de calidad y una salud digna. Chile no puede perder esta oportunidad: es el momento que todos nos pongamos la camiseta de Chile”.


	
	
	


	¡Defendamos nuestro litio!
Lautaro Carmona Soto * 

	 Como ya se conoce, el 12 de junio se informó –por parte del Gobierno– del inicio de la venta de las bases para la licitación del litio, a través de Contratos Especiales de Operación, las que se podrán adquirir hasta el 31 de julio. El objetivo propuesto es adjudicar a fines de año los primeros contratos de exploración y explotación del litio. Para ello, se dictó el Decreto 16 publicado el 19 de mayo [un día sábado] que establece requisitos y condiciones del contrato especial de operación para la exploración, explotación y beneficio de yacimientos de litio que el Estado de Chile suscribirá, conforme a las bases públicas –que ya están a la venta– nacional e internacionalmente.
 

 Por ahora, no quisiera ahondar en la legalidad de este tema, sino en la oportunidad y la forma. No obstante ello, cabe consignar, tal como señala el propio Decreto 16, que el litio –según el constituyente y la Ley Orgánica Constitucional de Concesiones Mineras– no es susceptible de [image: image7.jpg]l _ N
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concesión y señala que puede explorarse y explotarse de distintas maneras; directamente por el Estado, por sus empresas, por medio de concesiones administrativas, o bien, por contratos especiales de operación.

 Si consideramos la naturaleza subsidiaria de nuestro ordenamiento, con el litio estamos ante una situación excepcional de protección jurídica que dificulto signifique que la primera opción de operación del litio sea el último por estos contratos especiales de operación. Y, a mayor abundamiento, la Constitución expresamente señala que los contratos deben celebrarse con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República establece, los cuales están en este Decreto 16, firmado por el Subsecretario Wagner, en calidad de Ministro de Minería, el mismo que declaró un error la nacionalización del cobre.

 Considero pertinente reiterar la importancia del litio. Existe entre Chile, Bolivia y Argentina, el Triangulo del Litio concentrándose el 85% de las reservas en salmuera y 50% del total mundial de litio. Así, también, nuestro país tiene una presencia relevante en la producción de este. Pese a lo anterior, hay diferentes apreciaciones en torno al monto preciso de reservas, que bien vale la pena dilucidar, sobre todo si recordamos como la empresa YPF en Bolivia informó cifras erradas de reservas de gas en dicho país. Pese a esta posibilidad –y debido a ella– el Estado debe hacerse de una información precisa en torno a las reservas y su tipo.
 Hoy, en nuestro país, sólo dos empresas explotan el litio, en virtud de contar con derechos previos a la Constitución de 1980: Sociedad Química y Minera de Chile (SQM) y Sociedad Chilena del Litio (CHEMETALL), teniendo ambas una participación estimada de cerca del 60% del mercado mundial. El precio del litio, dado el boom tecnológico, creció 222% entre 1999 y 2008 y se estima, también, que para el 2018 la demanda de litio alcanzará las 160.000 toneladas.
¿Quiénes ganan con la concesión de litio?

 Discrepo de quienes señalan que gana “Chile”. Hemos visto como se depredan los recursos naturales, lo cual termina por favorecer a unos pocos. Veamos, por ejemplo, Atacama, región en la cual soy diputado. Por excelencia, la extracción de recursos mineros es la actividad económica principal, generando mucha riqueza; sin embargo, es una de las regiones más pobres del país. El mismo fenómeno se expresa en la pesca, donde están colapsadas la mitad de todas las pesquerías de nuestro país. ¿Nos hemos comido todo el pescado? Por supuesto que no. ¿Y se beneficiaron los chilenos de esta política devoradora, que usó los mismos argumentos que hoy se emplean para concesionar el litio? La verdad es que algunos chilenos si se beneficiaron y mucho; y otros, la gran mayoría, no se vieron favorecidos del mismo modo.
 Y esa es mi inquietud con el litio. Nada garantiza que sea “Chile” el que gana con esa política condensada en el Decreto 600.

 Creo que es necesario continuar el debate sobre la política pública que queremos tenga nuestro litio, el rol que queremos que en ello juega el Estado y el modo en que los chilenos nos beneficiemos del mismo. De partida, debe existir una política estatal de exploración del litio, que realice una actualización de la información geológica de los salares, que conlleve a un régimen estatal de explotación y tratamiento del litio, sea a través de CODELCO, o creando un régimen especial que incluya la creación de una empresa estatal de litio. Este régimen especial –que debe incluir a las mencionadas empresas privadas que ya explotan el litio–, debe realizarse cuidando los estándares ambientales y, conjuntamente, encomendar – mediante convenio con alguna universidad– la constitución de un Centro de Investigación y Desarrollo del Litio. Y, no menos relevante, debe haber un régimen tributario que asegure que las regiones puedan beneficiarse de los proyectos que se implementen. Eso, pienso, son requisitos y condiciones más acordes al mandato constitucional que el Decreto 16.

 Invito a la ciudadanía y sus organizaciones a defender el litio como bien nacional y público.
* Diputado del Partido Comunista, por el Quinto Distrito de Atacama



Moción Parlamentaria

En los últimos días ha habido una fuerte iniciativa social y política para cambiar la legislación de la explotación del litio, en consideración a los cambios sucedidos en los últimos 25 años de la política chilena.

Consideramos que el litio, como todos los recursos naturales, es chileno y que por lo tanto cualquier explotación debe ser llevada adelante por el Estado a través de un proyecto de ley y una discusión abierta en el parlamento.

No nos satisface la política actitud que ha llevado adelante el Gobierno del Presidente Piñera y por eso es que estamos presentando este Proyecto de Reforma Constitucional para hacer posible lo anterior:

Artículo 1°: Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19 N°24 de la Constitución Política del Estado:
a.  En su inciso cuarto, se agrega una coma después de las expresiones en dinero efectivo al contado y se agrega la frase siguiente: “excepto las que corresponde pagar por el litio, las que se pagarán en pesos, en un plazo de 30 años, en cuotas anuales con el interés del 2% real anual”.

b. En el inciso quinto, se reemplaza el punto seguido por una coma después de la palabra posesión y se agrega la frase: “excepto en los casos que se refieran a la nacionalización del litio” y se agrega un punto seguido.

c. En el inciso séptimo, se agrega al comienzo la frase “Con excepción del litio”, se agrega una coma y se reemplaza la palabra “Corresponde” por la expresión “corresponderá”.

d. En el inciso noveno, se agrega la frase “en la forma”
e. Agregase en el inciso 10° después de la coma que sigue a la palabra “concesión” la expresión “solo” y se eliminan las frases “o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación” ubicadas después de las expresiones “sus empresas”, la coma que le sigue y las palabras “con los requisitos”.

De este modo el citado número 24 queda con el siguiente tenor:

24°. El derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales.

Sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social. Esta comprende cuanto exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio ambiental.

Nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien sobre el que recae o de alguno de los atributos o facultades esenciales del dominio, sino en virtud de ley general o especial que autorice la expropiación por causa de utilidad pública o de interés nacional, calificada por el legislador. El expropiado podrá reclamar de la legalidad del acto expropiatorio ante los tribunales ordinarios y tendrá siempre derecho a indemnización por el daño patrimonial efectivamente causado, la que se fijará de común acuerdo o en sentencia dictada conforme a derecho por dichos tribunales.
A falta de acuerdo, la indemnización deberá ser pagada en dinero efectivo al contado, excepto las que corresponda pagar por el litio, las que se pagarán en pesos, en un plazo de 30 años, en cuotas anuales con el interés del 2% real anual.

La toma de posesión material del bien expropiado tendrá lugar previo pago del total de la indemnización, la que, a falta de acuerdo, será determinada provisionalmente por peritos en la forma que señale la ley. En caso de reclamo acerca de la procedencia de la expropiación, el juez podrá, con el mérito de los antecedentes que se invoquen, decretar la suspensión de la toma de posesión, excepto en los casos que se refieran a la nacionalización del litio. 

El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas, comprendiéndose en éstas las covaderas, las arenas metalíferas, los salares, los depósitos de carbón e hidrocarburos y las demás sustancias fósiles, con excepción de las arcillas superficiales, no obstante la propiedad de las personas naturales o jurídicas sobre los terrenos en cuyas entrañas estuvieren situadas. Los predios superficiales estarán sujetos a las obligaciones y limitaciones que la ley señale para facilitar la exploración, la explotación y el beneficio de dichas minas. 

Con excepción del litio, corresponderá a la ley determinar qué sustancias de aquellas a que se refiere el inciso precedente, exceptuados los hidrocarburos líquidos o gaseosos y el litio en todas sus formas, pueden ser objeto de concesiones de exploración o de explotación. Dichas concesiones se constituirán siempre por resolución judicial y tendrán la duración, conferirán los derechos e impondrán las obligaciones que la ley exprese, la que tendrá el carácter de orgánica constitucional. La concesión minera obliga al dueño a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento. Su régimen de amparo será establecido por dicha ley, tenderá directa o indirectamente a obtener el cumplimiento de esa obligación y contemplará causales de caducidad para el caso de incumplimiento o de simple extinción del dominio sobre la concesión. En todo caso dichas causales y sus efectos deben estar establecidos al momento de otorgarse la concesión. 

Será de competencia exclusiva de los tribunales ordinarios de justicia declarar la extinción de tales concesiones. Las controversias que se produzcan respecto de la caducidad o extinción del dominio sobre la concesión serán resueltas por ellos; y en caso de caducidad, el afectado podrá requerir de la justicia la declaración de subsistencia de su derecho. 

El dominio del titular sobre su concesión minera está protegido por la garantía constitucional en la forma de que trata este número. 

La exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos que contengan sustancias no susceptibles de concesión, sólo podrán ejecutarse directamente por el Estado o por sus empresas, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije, para cada caso, por decreto supremo. Esta norma se aplicará también a los yacimientos de cualquier especie existentes en las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional y a los situados, en todo o en parte, en zonas que, conforme a la ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional. El Presidente de la República podrá poner término, en cualquier tiempo, sin expresión de causa y con la indemnización que corresponda, a las concesiones administrativas o a los contratos de operación relativos a explotaciones ubicadas en zonas declaradas de importancia para la seguridad nacional. 

MARIANO RUIZ-ESQUIDE J.

SENADOR DE LA REPUBLICA

Valparaíso, 16 de Mayo de 2012
Presentan proyecto de ley que obliga a CODELCO hacerse cargo de la extracción y producción del litio en Chile

La moción, según explicó el Jefe de Bancada del PS, Marcelo Schilling, tiene como objeto frenar el proceso de licitación a privados que ha iniciado el Ejecutivo.

El Mostrador - 19 de Junio de 2012

[image: image4.jpg]



 La Bancada de Diputados Socialistas presentó, este martes, un proyecto de Ley que obliga y establece que CODELCO debe hacerse cargo de la extracción y producción de litio.
 La moción, según explicó el Jefe de Bancada, Marcelo Schilling, tiene como objeto frenar el proceso de licitación a privados que ha iniciado el Ejecutivo.
 A juicio de Schilling, “el gobierno no puede vender al mejor postor, por unas lucas, un producto que resulta clave para la confección y producción de tecnologías”.
 “Nosotros, exigimos que se establezca desde el gobierno una estrategia para generar un segundo impulso al desarrollo económico, agregándole valor a nuestros productos”, señaló el Jefe de Bancada.
 La misma opinión compartió el diputado PS Luis Lemus, integrante de la Comisión de Minería de la Cámara, quien fue enfático en exigir que “CODELCO debe estar cargo y tener un opción preferencial en la operación de este material”.
 El parlamentario socialista insistió, además, en exigirle al gobierno que se anule el decreto que ha hecho posible esta licitación a privados.
 “El decreto tiene enormes falencia, entre ellas, está el vínculo familiar del Ministro de Minería con uno de los máximos ejecutivos de SOQUIMICH“, argumentó el diputado Luis Lemus.

 Sobre ese mismo punto, Schilling precisó que “este es un proceso viciado”, agregando que “es absolutamente falsa la inhabilitación del Ministro Hernán de Solminihac, en cuanto a que no estuviera en conocimiento de este proceso”.
 “Nos parece pésimo que se haya usado de espolón de prueba al subsecretario Wagner, presentándolo como subrogante, en consecuencia que el Ministro nunca se ausentado de su cargo. Si el Presidente Piñera quiere que el señor Wagner se haga cargo de esta materia, debe hacer una nominación especial. Aquí hay una abierta ilegalidad que espero que la Contraloría, entidad a la que hemos acudido para denunciar este hecho, haga presente esta falta”, concluyó el Jefe de la Bancada PS.
	Proyecto para facultar a CODELCO que explote el litio 


	 Como “un gran error económico y patrimonial” calificó el diputado e integrante de la Comisión de Minería de la Cámara, Luis Lemus (PS) el proceso de licitación nacional e internacional de los Contratos Especiales de Operación de Litio (CEOL) que. Recientemente, inició el Gobierno. El parlamentario indicó que se hace urgente –luego que el Gobierno eligiera el “peor” camino– permitir legalmente que CODELCO explote el litio, ya que “sólo de esta manera” Chile podrá beneficiarse de la renta y ganancias de esa actividad.
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 Según el legislador, “de las tres alternativas que establece la Constitución para explotar el litio por el Estado, el Gobierno del Presidente Piñera ha optado por la peor, porque la explotación y beneficio del litio se entrega a un privado, para que se apropie de la renta que nos pertenece a todos, en vez de haberlo explotado directamente, creando una empresa especial para tales efectos, o mandatando a CODELCO para que explote todo el litio que posee el Estado chileno”.

 Asimismo, el diputado Lemus criticó al Ejecutivo, que ha hecho caso omiso al clamor de la mayoría. “El Gobierno se ha hecho el sordo, simplemente no ha querido escuchar al Parlamento, y eso es un gran error político, que repercutirá económicamente, ya que mayoritariamente, diputados y senadores, han exigido una política pública de explotación que cuente con el concurso de todos y, en especial, del Poder Legislativo, como representante de la soberanía popular”.

 “Sin ir más lejos –agregó–, está en trámite un proyecto de reforma constitucional, que obliga al Presidente a solicitar el acuerdo del Congreso para proceder a la licitación de estos bienes estratégicos y, en ese contexto, consideramos que CODELCO posee todas las capacidades materiales y técnico profesionales para liderar una política estatal de explotación del litio”.

 De esta manera, el diputado socialista impulsará un proyecto de ley que “modifique expresamente la Ley Orgánica de CODELCO, para facultarla y obligarla a explotar sus propias concesiones de litio [Salares de Pedernales y Maricunga] y que tenga derecho preferente de explotación en todas aquellas otras que pertenecen al Estado y sus organismos, entre los que también se cuenta a CORFO”.
 Finalmente, el diputado integrante de la Comisión de Minería argumentó que “sólo a través de esta modalidad podremos beneficiarnos de toda la renta y ganancias de esa actividad, trayendo consigo la responsabilidad de hacernos parte en la cadena de valor de esta riqueza que culmina, precisamente, en sus aspectos de ciencia y tecnología, de la cual no podemos quedar al margen”.


Enviado por: Movimiento Teologìa para la Liberaciòn-Chile 
Correo: opcion_porlospobres_chile@yahoo.com
